
Santiago, dieciocho de noviembre de dos mil veintid s.ó

Vistos  y teniendo presente:

Primero:  Que,  do a  Daphne  Basiliu  C ceres,  abogado,  enñ á  

representaci n  convencional  de  Lincoln  International  Academyó  

Chicureo  SpA,  interpuso  recurso  de  reclamaci n  en  contra  de  laó  

Resoluci n  Exenta  PA N  000738 de  30 de  mayo  de  2022,  de  laó º  

Superintendencia de Educaci n, mediante la cual,  confirma el cargoó  

nico  y  la  multa  de  51  UTM  como  sanci n  impuesta  a  suú ó  

representada, desestimando as  todas las sus alegaciones.í

Se ala que, con fecha 26 de abril de 2022 y de conformidad a loñ  

dispuesto en el art culo 84 de la Ley N  20.529, dedujo recurso deí º  

reclamaci n en contra de la Resoluci n Exenta N  2022/PA/13/0766,ó ó º  

del Director Regional de la Superintendencia de Educaci n, Regi nó ó  

Metropolitana,  que  confirmaba  el  cargo  formulado  por  Resoluci nó  

Exenta N  2022/FC/13/0127 de 3 de marzo de 2022, en relaci n alº ó  

acta de fiscalizaci n N  221300387, de 10 de febrero de 2022, y queó º  

aplic  a su representada la sanci n de multa de 51 UTM, solicitandoó ó  

se le absolviera, desestimando los cargos formulados, dejando sin efecto 

la sanci n aplicada, o en subsidio, se sustituyera la sanci n de multaó ó  

por amonestaci n, conforme faculta el art culo 77 inciso final de la Leyó í  

N  20.529, por los argumentos que en dicho recurso se se alaron.º ñ

Indica  que  el  cargo  formulado  consisti  en  que  eló  

Establecimiento educacional aplica sanci n disciplinaria sin respetar suó  

reglamento interno y vulnera el debido proceso.
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Expone que la resoluci n recurrida concluye para determinar laó  

sanci n  que  no  se  acompa aron  medios  de  prueba  al  recurso  deó ñ  

reclamaci n que permitieran tener por desvirtuados o corregidos losó  

hechos constatados en el acta de fiscalizaci n, lo que ha significado laó  

confirmaci n  del  cargo formulado,  en sus  dos sustentos,  siendo queó  

seg n  la  recurrente,  al  momento de  formular  sus  descargos,  habr aú í  

solicitado la apertura de un t rmino probatorio especial para los efectosé  

de  practicar  las  diligencias  de  prueba  oportunas  y  pertinentes,  en 

especial  la  declaraci n  de  testigos  y  que,  respecto  la  pruebaó  

documental, en la misma oportunidad se aportaron antecedentes que 

formaron parte del expediente administrativo; que la proporcionalidad 

que debe existir  entre  la  sanci n aplicada y la  gravedad del  hechoó  

infraccional,  en  relaci n  a  los  bienes  jur dicos  afectados,  el  justoó í  

procedimiento y la buena convivencia escolar, no ponderando que el 

actuar de su representada se ajust  plenamente al reglamento internoó  

de la instituci n, aplic ndose un proceso efectivamente regulado en eló á  

mismo, en que se aplicaron los criterios debidamente establecidos para 

la aplicaci n de una sanci n que consideran la gravedad de la falta, eló ó  

da o  o  afectaci n  a  los  intereses  y  principios  del  Colegio;  que,  lañ ó  

proporcionalidad,  adem s,  se  encuentra  vinculada  con  los  dem sá á  

elementos que deben ser ponderados para graduar la sanci n a aplicar,ó  

explicitados en el art culo 73, letra b), inciso segundo de la Ley Ní º 

20.529,  entre  los  cuales  se  observa  la  matr cula  total  delí  

establecimiento.
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Agrega  que la  resoluci n  impugnada no contiene  una debidaó  

motivaci n y ha sido dictada con manifiestas  infracciones al  debidoó  

proceso y las reglas de apreciaci n de la prueba en conformidad a lasó  

reglas de la sana cr tica, junto con las dem s infracciones reprochadasí á  

en autos,  que funda la  decisi n  de confirmar el  cargo y aplicar  laó  

sanci n de 51 UTM.ó

Indica  que  se  sancion  porque  se  le  reproch  que  eló ó  

establecimiento educacional no otorg  la posibilidad a los apoderadosó  

de la alumna sancionada de efectuar descargos ni apelar la sanci n, yó  

no ser a posible acreditar que el establecimiento educacional contaraí  

con las evidencias para confirmar la falta cometida.

Refiere que los antecedentes expuestos por el Colegio ponen de 

manifiesto  el  estricto  cumplimiento  de  las  normas  educacionales 

aplicables al caso, especialmente en lo que se refiere a la tipicidad de 

las  conductas  y  sus  respectivas  sanciones,  el  justo  y  racional 

procedimiento y el principio de proporcionalidad.

Hace presente que la sanci n se fund  en hechos distintos a losó ó  

expresados  en  los  cargos  formulados,  vulnerando  el  derecho  de  la 

reclamante al debido proceso. Reprochando una falta de acci n frenteó  

a casos de maltrato escolar entre alumnos, y sancionando un supuesto 

actuar desproporcionado del colegio por aplicar una sanci n menor aó  

una alumna que ha insultado a una compa era.ñ

Refiere adem s que la Resoluci n reprocha que trat ndose deá ó á  

una infracci n tipificada como grav sima, pero que el Colegio no aplicó í ó 

el  procedimiento  establecido  para  sanciones  mayores.  Luego,  no se 
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explica por qu  la autoridad educacional considera que debi  aplicarseé ó  

un procedimiento distinto al  expresamente regulado,  que no guarda 

relaci n  con  los  hechos  de  autos,  lo  que  revelar a  un  desapego  aló í  

propio Reglamento Interno, debiendo el Establecimiento actuar de la 

manera determinada y autoimpuesta en cada caso.

A ade que, respecto de la Resoluci n Exenta N  482, de 2018ñ ó º  

del  Superintendente  de  Educaci n,  que  aprueba  la  Circular  queó  

imparte instrucciones sobre reglamentos internos de los establecimientos 

educacionales de ense anza b sica y media con reconocimiento oficialñ á  

del Estado, la resoluci n que se impugna omite que expresamente seó  

autoriza  para  atenuar  o  agravar  las  sanciones  aplicables  en 

consideraci n a la etapa de desarrollo, nivel educativo y necesidadesó  

del estudiante o de la comunidad educativa, que es justamente lo que 

el Colegio efectu , de conformidad al art culo 62 de su Reglamentoó í  

Interno, para lo que se ha tenido en cuenta la gravedad de la falta, el 

da o  o  afectaci n  a  los  intereses  y  principios  del  Colegio,  y  si  hañ ó  

existido reiteraci n durante el a o lectivo.ó ñ

Refiere que se aplicaron los criterios establecidos al efecto, y se 

determin  atenuar la sanci n aplicable a la de suspensi n por un d a,ó ó ó í  

en lugar de no renovaci n o cancelaci n inmediata de la matr cula,ó ó í  

como habr a correspondido de aplicar  el  Reglamento Interno de laí  

forma pretendida por la autoridad.

Se ala  que,  el  colegio  cumpli  con  el  procedimiento  delñ ó  

Reglamento  Interno,  en  cuanto  los  apoderados  de  MTR  fueron 

debidamente citados antes de hacer efectiva la suspensi n, oportunidadó  
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en que pudieron efectuar sus observaciones, objeciones o reclamos, lo 

que aparece de las reuniones sostenidas con la profesora jefe y tambi né  

con la  Principal,  instancias  en  que fueros  escuchados  y tuvieron la 

posibilidad de expresar sus reparos y objeciones.

A ade  que  la  resoluci n  reclamada,  estuvo  por  confirmar  lañ ó  

sanci n que se impuso al Establecimiento, a partir de hechos respectoó  

de  los  cuales  el  colegio  no  tuvo  la  oportunidad  de  defenderse 

adecuadamente,  toda vez que no fueron considerados  al  aprobar  el 

procedimiento administrativo.

Refiere tambi n que la prueba no fue apreciada conforme a lasé  

reglas  de  la  sana  cr tica,  limit ndose  la  autoridad  a  efectuar  unaí á  

relaci n de criterios doctrinales, pero omitiendo pronunciarse acerca deó  

la  prueba  efectivamente  aportada  al  proceso,  sin  permitir  prueba 

testimonial,  justificando en que el  objeto de la  prueba deb a versarí  

sobre  si  el  establecimiento  aplic  de  forma  correcta  su  reglamentoó  

interno, y si se vulner  o no el debido procedimiento, que por tratarseó  

de la infracci n a una norma escrita, no resulta pertinente la rendici nó ó  

de prueba testimonial.

Pide dejar sin efecto la sanci n aplicada y, en forma subsidiaria,ó  

sustituir la sanci n de multa por amonestaci n escrita, conforme facultaó ó  

el art culo 77 inciso final de la Ley N  20.529, o en subsidio de loí °  

anterior, rebajar la multa al m nimo legal.í

Segundo:  Que,  informando  sobre  la  reclamaci n  deducida,ó  

do a Ilse Thais  S nchez Retamal,  abogada, en representaci n de lañ á ó  
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Superintendencia de Educaci n, solicita el rechazo de la reclamaci nó ó  

judicial, con costas.

Se ala que elñ  sostenedor no desvirtu  el hecho infraccional,  yó  

que  la  resoluci n  impugnada  razona  correctamente  en  cuanto  a  laó  

confirmaci n del cargo formulado. Indica que el fiscalizador constató ó 

que no fue posible  evidenciar  que el  establecimiento educacional  le 

haya  otorgado  la  posibilidad  al  apoderado  de  MTR  de  efectuar 

descargos ni apelar la sanci n de suspensi n aplicada a la estudiante, yó ó  

a  su  vez,  que  no  fue  posible  acreditar  que  el  establecimiento 

educacional  contara  con  las  evidencias  para  confirmar  la  falta 

cometida.

Expone que se advirti  que exist an una serie de contradiccionesó í  

tanto en las declaraciones emitidas, como en el reglamento interno, ya 

que  se  calific  la  conducta  de  la  ni a  como  grav sima,  pero  suó ñ í  

tratamiento se sigui  conforme a las sanciones menores. Adem s, seó á  

concluy  que  no se  acredit  por  el  sostenedor  que  los  apoderadosó ó  

pudieran ejercer su derecho a presentar descargos y pedir la revisi n deó  

la sanci n.ó

Indica que las alegaciones de la reclamante fueron desestimadas, 

por  cuanto  respecto  de  los  hechos  que  no  formar a  parte  de  laí  

formulaci n  de  cargos,  la  resoluci n  recurrida  explica  que  eló ó  

pronunciamiento  acerca  de  la  activaci n  del  protocolo  de  maltratoó  

entre alumnos fue debido a que el propio sostenedor aludi  a aquel enó  

sus descargos a fojas 277.
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Expone  que  respecto  de  las  contradicciones  incurridas  por  el 

Servicio, por una parte, de reprochar al colegio una falta de acci nó  

frente  a  casos  de  maltrato  escolar  entre  alumnos,  y  por  la  otra, 

sancionar un supuesto actuar desproporcionado del colegio por aplicar 

una sanci n menor a una falta grav sima, se aclar  que la falta deó í ó  

acci n respecto a los casos de maltrato y el actuar desproporcionadoó  

del  colegio al  aplicar  una sanci n menor a una falta  grav sima,  noó í  

form  parte de las infracciones por las que se formul  el cargo, se trató ó ó 

de dos procedimientos distintos, que dieron resultados diferentes. No 

existir a contradicci n alguna, ya que el actuar del establecimiento fueí ó  

distinto  en  cada  procedimiento,  lo  que  necesariamente  lleva  a 

conclusiones diferentes.

Se ala que la decisi n del recurrente no es justificable, en cuantoñ ó  

a que se haya impuesto a la alumna una sanci n de menor entidad aó  

las  preestablecidas  por  su  propio  Reglamento  Interno,  ya  que  steé  

constituye una norma conocida por la comunidad escolar, que obliga al 

colegio  a  actuar  conforme  a  lo  dispuesto  en  dicho  reglamento,  de 

manera de evitar que la determinaci n de la falta y su sanci n quede aó ó  

la mera discreci n de la autoridad del establecimiento educacional, loó  

que constituye una vulneraci n al principio del justo y debido proceso.ó

Expresa que la sanci n de suspensi n se encuentra catalogadaó ó  

como sanci n menor conforme al art culo 64 del Reglamento Interno,ó í  

por lo que, no se deprende que el establecimiento educacional haya 

querido darle una connotaci n de car cter excepcional y extrema.ó á
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En cuanto  a  la  alegaci n  de  que  el  colegio  s  les  otorg  laó í ó  

posibilidad  a  los  apoderados  de  la  alumna  MTR de  presentar  sus 

observaciones y descargos, y con posterioridad oportunidad de pedir la 

revisi n de la aplicaci n de la sanci n, se desestim  atendido que deó ó ó ó  

los propios documentos aportados por el establecimiento, se observa 

que no existi  dicha etapa.ó

En relaci n a que el establecimiento no acredit  contar con lasó ó  

evidencias para confirmar la falta cometida, refiere que del expediente 

administrativo  se  advierte  que  consta  un  informe  acerca  de  c moó  

habr an ocurrido los hechos, emitido por la profesora de artes, peroí  

que sin embargo, tal declaraci n no tiene la firma de quien la emite,ó  

por lo que no es suficiente para acreditar la veracidad de su contenido. 

En definitiva, no fue posible observar alg n documento que acredite elú  

supuesto  reconocimiento  de  los  hechos  por  parte  de  la  estudiante 

MTR.

Reprocha que la reclamaci n judicial no invoca antecedentes queó  

demuestren alguna ilegalidad en lo resuelto por el Servicio.

Respecto a la supuesta infracci n a las reglas de la sana cr tica,ó í  

se ala que, la Superintendencia s  ponder  la prueba acompa ada enñ í ó ñ  

el procedimiento administrativo, circunstancia que se evidencia de la 

sola lectura  de  la  resoluci n  que  aprueba  el  proceso  como  de  laó  

resoluci n  que  resuelve  la  reclamaci n,  tanto  el  Fiscal  como  laó ó  

autoridad  regional  tomaron  en  consideraci n  la  multiplicidad,ó  

gravedad,  precisi n,  concordancia  y  conexi n  de  las  pruebas  y  losó ó  

antecedentes del proceso, de manera que se condujo l gicamente a laó  
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conclusi n  de  que  la  infracci n  no  pudo  ser  desvirtuada  por  eló ó  

reclamante.

En cuanto a la  a la  proporcionalidad de la  sanci n aplicada,ó  

explica que sta se encuentra comprendida dentro del rango legal paraé  

las infracciones menos graves, conforme al art culo 73 letra b) de laí  

Ley N  20.529, aplic ndose la multa en su m nimo.° á í

Respecto a la  infracci n  al  debido proceso,  se ala  que no esó ñ  

obligatorio para el fiscal instructor aceptar toda prueba que ofrezca el 

sostenedor, sino que debe analizar si aquella es necesaria y procedente 

para  el  esclarecimiento  de  los  hechos.  Que  es  una  facultad  de  la 

Superintendencia citar a declarar a funcionarios de un colegio.

Agrega que el objeto de la prueba era si el establecimiento aplicó 

de  forma  correcta  su  reglamento  interno  y  si  se  vulner  o  no  eló  

principio  de  justo  y  debido  proceso,  no  resultando  pertinente  la 

rendici n  de  prueba  testimonial  porque  no  pod a  contribuir  aó í  

desvirtuar  el  cargo  formulado.  Adem s  de  constituir  una  dilaci ná ó  

innecesaria  del  procedimiento.  A ade  que el  contenido del  acta  deñ  

fiscalizaci n  se  presume  cierto,  pero  puede  ser  desvirtuado  por  eló  

sostenedor durante el transcurso del proceso administrativo, lo cual no 

sucedi  en el caso de autos.ó

Explica  que  el  establecimiento  es  responsable  por  el 

incumplimiento de cualquier requisito legal o reglamentario relativo al 

correcto  funcionamiento  del  establecimiento  educacional,  tal  como 

consagra el art culo 46 letra a) del Decreto con Fuerza de Ley N  2 deí º  

2009, ambos del Ministerio de Educaci n.ó
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Concluye que la motivaci n del acto en este tipo de resolucionesó  

se  manifiesta  en  la  menci n  de  los  hechos  infraccionales,  tipoó  

infraccional,  marco jur dico aplicable y las razones por las cuales seí  

rechaza o acoge la reclamaci n administrativa.ó

Tercero : Que conforme al considerando 2  de la Resoluci n° ó  

Exenta  PA  N 000738  de  30  de  mayo  de  2022,  dictada  por  la°  

Superintendencia de educaci n, acto reclamado en los presentes autos,ó  

el  nico  cargo  formulado  al  administrado  consisti  en  que  elú ó  

“establecimiento educacional aplica sanci n disciplinaria sin respetar suó  

reglamento interno y vulnera el principio de justo y debido proceso .”

Lo anterior a partir del siguiente hecho constatado: “se constata 

que el colegio el d a 17.08.2021 notifica a apoderado de MTR, de laí  

aplicaci n  de  medida  disciplinaria  suspensi n  por  un d a (18-08-ó “ ó ” í

2021) y que a su vez alumna deb a realizar carta de disculpas a suí  

compa era  entreg ndola  el  d a  19.08.  2021.  Debido  a  que  MTRñ á í  

habr a realizado una broma a compa era, lo que involucr  una cartaí “ ñ ó  

con  mensaje  ofensivo  y  de  falta  de  respeto ,  el  cual  se  encuentra”  

tipificado  en  el  reglamento  interno  como falta  grav sima  faltar  elí “  

respeto a un profesor, compa ero, autoridad o cualquier miembro deñ  

la comunidad escolar .”

Sin  embargo,  no es  posible  evidenciar  que  el  establecimiento  

educacional  le  otorgue  la  posibilidad  al  apoderado  de  MTR  de  

efectuar descargos ni apelar  dicha sanci n, a su vez, no es posibleá ó  

acreditar que el establecimiento educacional contar  con las evidenciasá  

para confirmar la falta cometida .”
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Cuarto : Que de acuerdo a la resoluci n recurrida, los cargosó  

formulados configuran una contravenci n a lo dispuesto en el art culoó í  

46,  letra  f),  del  Decreto  con  Fuerza  de  Ley  N  2,  de  2009,  del°  

Ministerio de Educaci n; en el art culo 28 N  2 de la convenci n deó í ° ó  

derechos del ni o, ni a y adolescente; y en el cap tulo II y V, numeralñ ñ í  

5.8.3  de  la  Circular  que  imparte  instrucciones  sobre  reglamentos 

internos de los establecimientos educacionales de ense anza b sica yñ á  

media,  aprobada  por Resoluci n  exenta  N 482,  de 22 de junio deó °  

2018, del Superintendente de Educaci n.ó

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  el  acto  recurrido  considera  la 

infracci n del aludido art culo 46 letra f) del DFL N 2 de 2009, deló í °  

Mineduc, en tanto establece como requisito contar con un reglamento 

interno que regule las relaciones entre el establecimiento y los distintos 

actores de la comunidad escolar,  el que, en materia de convivencia 

escolar, debe incorporar pol ticas de prevenci n, medidas pedag gicas,í ó ó  

protocolos de actuaci n y diversas conductas que constituyan falta a laó  

buena convivencia escolar.

Agrega, en el mismo sentido, el art culo 8  del Decreto Supremoí °  

n mero 315 de 2010, del Ministerio de Educaci n, en cuanto prescribeú ó  

qu  el sostenedor deber  acompa ar a la solicitud de reconocimientoé á ñ  

oficial una copia del reglamento interno, el que, entre otras cosas, debe 

garantizar  un  justo  procedimiento  en  el  caso  que  se  contemplen 

sanciones.

Seguidamente,  considera  lo  dispuesto  en  la  resoluci n  exentaó  

n mero 482 de 2018, del Superintendente de Educaci n, circular queú ó  
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imparte instrucciones sobre reglamentos internos de los establecimientos 

educacionales de ense anza b sica y media con reconocimiento oficial.ñ á  

En  particular,  su  cap tulo  5,  numeral  2.4,  destacando  que  losí  

reglamentos internos deben contener una descripci n espec fica de lasó í  

conductas que constituyen faltas o infracciones y debe identificar, en 

cada caso, la medida o sanci n asignada a ese hecho a fin de impediró  

que  su  determinaci n  quede  a  la  mera  discreci n  de  la  autoridad.ó ó  

Destaca tambi n su numeral 2.5, en cuanto describe las caracter sticasé í  

del procedimiento justo y racional que debe establecer el reglamento 

interno  del  establecimiento;  y  el  numeral  2.6,  en  cuanto  refiere  el 

principio de proporcionalidad.

La resoluci n recurrida, considera tambi n los aspectos m nimosó é í  

que  deben  ser  regulados  en  los  reglamentos  internos,  aludiendo  al 

numeral 5.8.3, referido a que un reglamento interno debe especificar, a 

lo  menos,  los  procedimientos  que  se  utilicen  para  determinar  la 

aplicaci n de las medidas disciplinarias.ó

Quinto: Que luego de las consideraciones relativas a normativa 

infringida referidas en el motivo precedente, la resoluci n reclamadaó  

aborda  los  descargos  de  la  reclamante,  partiendo  de  los  hechos 

consignados en el acta de fiscalizaci n, razonando que no es posibleó  

evidenciar que el establecimiento educacional le otorgue la posibilidad 

al apoderado de MTR de efectuar descargos ni apelar a la sanci n deó  

suspensi n  aplicada  a  la  estudiante,  y  a  su  vez,  que  no es  posibleó  

acreditar que el establecimiento educacional contar  con las evidenciasá  

para confirmar la falta cometida.
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De esta manera, da por establecidas las infracciones constatadas 

y no desvirtuadas, y declara que la sanci n aplicada por la autoridadó  

regional result  adecuada y proporcional, confirm ndola.ó á

Sexto: Que el acto administrativo sancionador necesariamente 

ha de reunir y cumplir ciertos elementos de legitimidad o juridicidad. 

Los que han de ser analizados al momento de revisar su legalidad, 

conforme al objeto del recurso de reclamaci n.ó

Para  estos  efectos,  un  an lisis  l gico  de  los  distintos  aspectosá ó  

jur dicos  del  acto,  de su legalidad,  puede referirse a la  ausencia deí  

investidura  regular  del  rgano,  a  su  incompetencia,  a  defectos  deó  

forma,  desviaci n  de  poder,  ilegalidad  en  cuanto  a  los  motivos,  eó  

infracci n de la ley de fondo (Corte Suprema, Rol N 1119-2015).ó °

Se  trata  del  control  de  los  elementos  m nimos  de  los  actosí  

administrativos como forma de actuaci n t pica de la administraci nó í ó  

del Estado. En este sentido, el art culo 2  de la Ley N  18.575, queí ° °  

establece las Bases Generales de la Administraci n del Estado, disponeó  

que “Los rganos de la Administraci n del Estado someter n su acci nó ó á ó  

a la Constituci n y a las leyes.ó

Deber n actuar  dentro de su competencia  y no tendr n m sá á á  

atribuciones  que  las  que  expresamente  les  haya  conferido  el  

ordenamiento  jur dico.  Todo abuso o exceso en el  ejercicio  de susí  

potestades dar  lugar a las acciones y recursos correspondientesá .”

La legalidad, en el mbito del derecho p blico, implica que laá ú  

autoridad competente solo puede actuar cumpliendo los presupuestos 

dispuestos por el ordenamiento jur dico, tanto en lo sustantivo como ení  
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lo formal. Estas formas cumplen un rol preponderante, pues permiten 

controlar  el  contenido de la decisi n y su comunicaci n,  en cuantoó ó  

manda,  proh be,  autoriza,  concede,  deniega  o  sanciona  a  losí  

administrados.

Desde esta  perspectiva,  la  juridicidad est  determinada  por  elá  

cabal  cumplimiento  de  todos  los  elementos  esenciales  del  acto 

administrativo: la competencia, la forma, el fin, los motivos y el objeto. 

Donde puede existir ilegalidad del acto administrativo en relaci n aó  

cualquiera de ellos (Corte Suprema, Rol N  1344-2011).°

Estos  elementos  permiten  un  control  ntegro  del  actoí  

administrativo y del expediente sancionador. La potestad administrativa 

y qui n  la  ejerce;  solemnidades  y  procedimiento;  fundamentaci n  oé ó  

motivaci n, f ctica y jur dica.ó á í

Bajo  estas  condiciones,  se  constata  que  el  acto  administrativo 

reclamado en estos autos cumple adecuadamente con los elementos que 

dicen relaci n con la competencia del rgano, con el procedimientoó ó  

seguido,  y  con  las  solemnidades  del  acto.  Sin  embargo,  como  se 

analizar  en lo sucesivo, falla  en lo sustancial,  pues no satisface losá  

requisitos de una correcta motivaci n, al no guardar coherencia internaó  

entre el elemento f ctico y el jur dico, lo que lo lleva a infringir elá í  

principio de tipicidad y, en definitiva, el de legalidad.

S ptimoé : Que la formulaci n de cargos es el acto administrativoó  

de mero tr mite dictado por la autoridad administrativa competenteá  

que da inicio al procedimiento.
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Los  cargos  deben  indicarse  en  forma  concreta,  explicitando 

claramente  la  actuaci n  an mala  o  los  hechos  constitutivos  de  laó ó  

infracci n en que ha incurrido el administrado. El contenido de estaó  

actuaci n se relaciona con el derecho del administrado a conocer laó  

acusaci n administrativa y sus fundamentos, con una descripci n claraó ó  

y precisa de los hechos; las normas que se estiman infringidas; y la 

sanci n  asignada.  Lo  anterior  con  vista  al  adecuado  ejercicio  deló  

derecho  a  defensa,  fijando  el  objeto  espec fico  del  procedimientoí  

sancionador.

En  relaci n  a  lo  mismo,  debe  existir  coherencia  entre  laó  

formulaci n de cargos y la sanci n aplicada, entendi ndola como queó ó é  

no se puede sancionar respecto de hechos o normas no descritos o 

enunciados en la formulaci n de cargos.ó

El  art culo  66  de  la  Ley  N  20.529,  dispone  que  í ° “Si  se 

detectaren  infracciones  que  pudieren  significar  contravenci n  a  laó  

normativa  educacional,  el  Director  Regional  competente,  mediante  

resoluci n  fundada,  ordenar  la  instrucci n  de  un  procedimiento  yó á ó  

designar  un fiscal instructor encargado de su tramitaci n, de formulará ó  

cargos,  de  investigar  los  hechos,  solicitar  informes,  ponderar  las  

pruebas y disponer toda otra diligencia que d  curso al procedimientoé .”

La  coherencia  entre  los  cargos  formulados  y  el  acto 

administrativo  de  t rmino  impone  que  nadie  puede  ser  sancionadoé  

sobre hechos o normas no descritos o enunciados en la formulaci n deó  

cargos, debiendo existir perfecta congruencia entre la formulaci n deó  

cargos y la sanci n impuesta, lo que implica que la imputaci n f ctica,ó ó á  
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normalmente  recogida en  el  acto  de  fiscalizaci n  y  reiterada  en  laó  

formulaci n de cargos, debe guardar correspondencia con la infracci nó ó  

normativa que se imputa.

Octavo: Que desde esta perspectiva, se constata que la sanci nó  

impuesta  en  estos  autos  no  cumple  con  el  requisito  elemental  de 

coherencia y congruencia entre los hechos imputados, y las normas que 

se estimaron infringidas y que, en definitiva, llevaron a la autoridad a 

imponer la sanci n que se reclama.ó

En efecto, en este caso no existe la debida correspondencia entre 

los hechos que se imputan, las normas que se estiman infringidas y el 

fundamento que sustenta la formulaci n de los cargos, toda vez que eló  

marco f ctico fijado consisti  en que el establecimiento no otorg  laá ó ó  

posibilidad al apoderado de MTR de efectuar descargos ni apelar a la 

sanci n que se impuso a la alumna, ni que contara con las evidenciasó  

para confirmar la falta cometida por ella.

 En este sentido, las normas que sirven de sustento a la decisi nó  

de la autoridad para justificar la imposici n de la sanci n de la que seó ó  

reclama, no se corresponden con la situaci n de hecho que motiv  eló ó  

procedimiento  de  fiscalizaci n  administrativa  que  dio  inicio  a  laó  

presente causa pues, como se refiri  en el motivo cuarto precedente, lasó  

infracciones normativas imputadas no se refieren a la aplicaci n de lasó  

normas  reglamentarias  del  propio  establecimiento,  sino  que  a  la 

necesidad de contar con un reglamento interno y sus requisitos.

En este punto, la resoluci n impugnada imputa la infracci n deló ó  

art culo 46 letra f)  del  DFL N  2 de 2009, del  Mineduc,  en tantoí °  
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establece el requisito de contar con un reglamento interno que regule 

todos los aspectos de la convivencia escolar; el art culo 8  del Decretoí °  

Supremo N  315 de 2010, del Ministerio de Educaci n, que establece° ó  

como requisito de la  solicitud de reconocimiento oficial,  acompa arñ  

una  copia  del  reglamento  interno  y  su  contenido  m nimo;  laí  

Resoluci n Exenta 482 de 2018, del Superintendente de Educaci n,ó ó  

instrucciones sobre reglamentos internos, cuyo cap tulo 5, numeral 2.4,í  

se ala que deben contener las faltas o infracciones y su sanci n; suñ ó  

numeral 2.5, que describe las caracter sticas del procedimiento justo yí  

racional que debe establecer el reglamento interno; y el numeral 2.6, 

que refiere el principio de proporcionalidad; y el numeral 5.8.3, que 

refiere que un reglamento interno debe especificar los procedimientos 

para la aplicaci n de medidas disciplinarias.ó

De  esta  manera,  aparece  claramente  que  las  infracciones 

imputadas se refieren a normas relativas a la necesaria existencia de un 

reglamento interno en todo establecimiento educacional reconocido, sus 

caracter sticas y requisitos. Y en caso alguno se refieren a la forma ení  

que un determinado establecimiento debe aplicar normas espec ficas deí  

su propio reglamento.

En este mismo sentido, conviene considerar que las imputaciones 

infraccionales que hace la autoridad solo se pueden producir ante la 

falta o ausencia de reglamento interno, o ante su falta de adecuaci n aó  

las  caracter sticas  b sicas  definidas  por  el  legislador  o  la  autoridad,í á  

aspectos  que  son  controlados  o  fiscalizados  en  el  proceso  de 

reconocimiento oficial, o bien ante el examen abstracto de las normas 
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del  reglamento,  nada de lo cual  guarda relaci n con la imputaci nó ó  

f ctica  formulada  en los  cargos,  que  solo  se  refiere  a  la  aplicaci ná ó  

pr ctica y casu stica que el  establecimiento efectu  en una situaci ná í ó ó  

determinada.

Luego,  se  concluye  que  la  sanci n  se  motiva  en  una  meraó  

discrepancia de la autoridad en cuanto a la interpretaci n y aplicaci nó ó  

de las normas del reglamento a un caso determinado, lo que no puede 

encontrar  sustento  en  las  normas  jur dicas  invocadas  en  el  actoí  

reclamado,  las  que se refieren a la  existencia y contenido de dicho 

reglamento.

Noveno: Que con lo razonado en los motivos precedentes, se 

concluye  que  la  falta  de  coherencia  y  congruencia  de  la  decisi nó  

atacada,  determina  que  esta  no  puede  cumplir  con  los  elementos 

m nimos que debe cumplir todo acto administrativo para producir susí  

efectos  en  la  esfera  del  derecho,  de  lo  que  se  sigue  que  el  acto 

reclamado ha sobrepasado los l mites del principio de legalidad, lo queí  

necesariamente ha de llevar a acoger el presente reclamo.

Por estas consideraciones, y visto lo dispuesto en el art culo 85 deí  

la  Ley  20.529,  se  acoge la  reclamaci n  deducida  por  Lincolnó  

International  Academy  Chicureo  SpA,  en  contra  de  la  Resoluci nó  

Exenta PA N  000738 de 30 de mayo de 2022, de la Superintendenciaº  

de Educaci n, y en consecuencia se deja sin efecto la sanci n de multaó ó  

de 51 UTM, aplicada a dicho establecimiento educacional.

Reg strese,  comun quese  y  arch vese,  en  suí í í  

oportunidad. 
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Redacci n del abogado integrante Jos  Ram n Guti rrez S.ó é ó é

Rol N°301-2022 Contencioso Administrat ivo.

Pronunciada por la Primera  Sala  de  la  Corte  de  Apelac iones  
de  Santiago ,  presidida por la ministra se ora Mar a Paula Merinoñ í  
Verdugo e  integrada,  adem s,  por  la  Fiscal  Judicialá  se ora  Clarañ  
Carrasco Andonie y el abogado integrante se or Jos  Ram n Guti rrezñ é ó é  
Silva. No firman la Fiscal Judicial se ora Carrasco, quien concurri  añ ó  
la  vista de la causa y al  acuerdo,  por encontrarse haciendo uso de 
feriado  legal  y  el  abogado  integrante  se or  Guti rrez,  por  noñ é  
encontrarse al momento de hacerlo.
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Proveído por la Presidenta de la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago.

En Santiago, a dieciocho de noviembre de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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